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EL TRIGUNAL SUPREMO DE JUSTICIA






 
SALA DE CASACIÓN SOCIAL
 
Ponencia del Magistrado LUIS EDUARDO FRANCESCHI GUTIÉRREZ.
 
En el juicio que por cobro de prestaciones sociales, indemnización por enfermedad ocupacional, daño moral y otros conceptos derivados de la relación de trabajo, sigue la ciudadana FLOR ANGELINA VÁSQUEZ RODRÍGUEZ, representada judicialmente por los abogados Mary Rosario Millano Zambrano, Mariandry Faneite Hidalgo, Jesús Alberto Guillén Morlet, Deisy Andreina Rojas Rodríguez, Wladimir Álvarez Rodríguez y Aldanis Alexis Matos Machado, contra la sociedad mercantil WENCO LARA, C.A., representada judicialmente por los abogados Alexandra Caribas Mendible, Maria Isabel Vitoria, Diana Rubio y Nelson González Farias; el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, con sede en Barquisimeto, mediante decisión publicada en fecha 13 de junio de 2007, declaró parcialmente con lugar el recurso de apelación incoado por la parte accionada, modificando así la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la referida Circunscripción Judicial, en fecha 24 de abril de 2007, que declaró parcialmente con lugar la demanda.
 
Contra la decisión de Alzada, la representación judicial de la parte demandante, en fecha 20 de junio de 2007, interpuso recurso de control de la legalidad, siendo remitido el expediente a esta Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia.
 
En fecha 26 de julio de 2007, se dio cuenta en Sala designándose ponente al Magistrado Luis Eduardo Franceschi Gutiérrez, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.
 
En fecha 6 de noviembre de 2007, esta Sala de Casación Social mediante decisión N° 2252, admite el recurso de control de la legalidad interpuesto.
 
De conformidad con lo previsto en el artículo 173 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en fecha 10 de abril de 2008 se fijó la audiencia oral, pública y contradictoria para el día martes veintisiete (27) de mayo de 2008. Siendo diferida la misma en fecha 20 de mayo de 2008, para el día martes veintidós (22) de julio de 2008, a la 01:00 p.m.
 
Celebrada la audiencia y habiendo esta Sala pronunciado su decisión de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en los siguientes términos.
 
DEL RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD
 
En el caso concreto, delata la impugnante:
 
(…) el respetado Juez Superior Primero, realiza en su sentencia una serie de valoraciones de hecho y de derecho en lo que respecta a la reclamación por daño moral, cambiando la motiva del tribunal de Primera Instancia, a daño moral por equidad, sin embargo en lo que respecta a los pagos de los conceptos contenidos en el artículo 130 Nral 6 de la LOPCIMAT (sic), NO SE PRONUNCIA ELIMINANDOLOS SIN EXPLICAR DE MANERA ALGUNA, MENOS AUN, CLARA Y PRECISA, LA CAUSA DE SU ACTUACIÓN.
 
Por tanto con base a lo antes expuesto, se denuncia la violación de los artículos 159 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, así como de la reiterada doctrina de la Sala sobre la inmotivación de las sentencias, citando lo sostenido en la decisión Nº 999 de fecha 6 de junio de 2006, caso: Miguel José Cupare Betancourt contra Biotech Laboratorios, C.A., y arguyendo finalmente:
 
(…) el juez no expresa los motivos de hecho o (sic) derecho por los cuales elimina el concepto de responsabilidad derivada del articulo (sic) 130 Nral 6t0 (sic) en lo que respecta (sic) indemnización por enfermedad ocupacional que causo (sic) una discapacidad absoluta temporal, en los dias (sic) de reposo que constan en autos plenamente probados mediante certificación de enfermedad ocupacional, y en los montos fijados mediante transacción parcial celebrada por ante el Juez de mediación, las cuales el sentenciador de segunda Instancia (sic) omitió totalmente.
 
La Sala para decidir observa:
 
La parte demandante fundamenta su recurso de control de la legalidad, en el supuesto vicio de inmotivación de la recurrida sobre la indemnización prevista y sancionada en el artículo 130 numeral 6) de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo; acordada por el a quo.
 
A los fines de verificar lo delatado, se pasa a transcribir un pasaje de la recurrida:
 
(Omissis)
 
Ya entrado a conocer del fondo del presente asunto; la parte recurrente manifiesta que su representada no puede ser condenada al pago de daño moral y las indemnizaciones establecidas en la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, por cuanto no fue demostrado el hecho ilícito por parte del trabajador.
 
Así pues es importante destacar que el ejercicio de la actividad probatoria es el instrumento mediante el cual las partes pueden demostrar la verdad de sus proposiciones, es decir, las partes se encuentran obligadas a acreditar los hechos alegados, con el fin de convencer al juez sobre la existencia de esos hechos y a partir de esa convicción, servir de fundamento al sentenciador para aplicar la norma en cuyo supuesto normativo se subsumen tales hechos, tal como ha sido recogido por el legislador laboral en el artículo 69 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo en los términos que seguidamente se expresan:
 
(Omissis)
 
Razón por la cual procede este sentenciador en consecuencia a valorar los medios de prueba inserto a los autos, ello en aras de garantizar el principio de la comunidad de la prueba, entendiendo quien Juzga que en el presente recurso, el punto controvertido versa sobre la existencia o no del hecho ilícito.
 
Así pues, luego de un análisis exhaustivo de las actas que integran el presente asunto y una vez adminiculado el acervo probatorio no observa quien Juzga que la parte actora hubiese logrado demostrar o al menos evidenciar el hecho ilícito cometido por la accionada conforme lo dispone el artículo 1185 del Código Civil y los criterios jurisprudenciales precedentemente expuestos, en virtud de que no puede considerarse que en el caso de autos que la empresa demandada haya incurrido en un hecho ilícito, por el simple hecho de que la actora padeciera de una enfermedad ocupacional. Así se determina.
 
En este mismo sentido considera oportuno quien juzga el resaltar, que una vez valorados los informes médicos insertos a los autos, así como los (sic) testimoniales rendidos por los expertos, que en los mismos no quedó debidamente demostrada la relación de causalidad entre la enfermedad padecida por la demandante y el agente del daño, máxime cuando los maltratos presuntamente propinados por el ciudadano Jesús Gravett, solo quedaron evidenciados a los autos a través de sus dichos, los cuales no fueron verificados con ninguna otra prueba. Así se decide 
 
Ahora bien, pese a lo antes expuesto, este Juzgador debe cuantificar el daño moral sufrido por la actora, no como consecuencia de la culpa del patrono sino en estricta aplicación de la teoría de la responsabilidad objetiva aplicable en caso de enfermedades profesionales, tal como lo ha señalado reiteradamente la doctrina casacional bajo los postulados siguientes: 
 
(Omissis)
 
Sin embargo, pese al error cometido, debe señalarse que en el presente caso, el daño moral tipificado en la Ley Orgánica del Trabajo debe condenarse a ser pagado por la empresa, como efectivamente así se declara, pero no porque el patrono haya incurrido en culpa, sino en aplicación de la teoría de la responsabilidad objetiva, la cual se traduce en la obligación del patrono de reparar el daño causado por el accidente de trabajo padecido por el trabajador prestando sus servicios a la empresa.” (Sala de Casación Social, en sentencia Nº 893, de fecha 05 de agosto de 2004, expediente N° 4647, caso Ramón Neptalí Barrios León contra Pride International C.A.) (Subrayado de esta Alzada).
 
En efecto, en el caso de marras, si bien es cierto que la reparación del daño moral es improcedente derivada de un hecho ilícito, no obstante, el patrono si tiene, responsabilidad en la enfermedad sufrida por la accionante, tal y como se desprende de la certificación emitida por el Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales, Dirección Estadal de Salud de los Trabajadores Lara, Portuguesa y Yaracuy, de fecha 4 de enero de 2006, valorada supra, mediante la cual se certifica la enfermedad ocupacional de la que padece la demandante, en consecuencia de conformidad con la responsabilidad objetiva del patrono, en cuyo caso el juez puede acordar una indemnización, tomando en consideración, la sentencia proferida por la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia en fecha 27 de septiembre de 2004, en la cual se señala que: 
 
(Omissis)
 
Así pues, observa este Juzgador, que la trabajadora demandante, llegó a trabajar por más de 4 años para la empresa accionada, que es estudiante y que si bien es cierto, la enfermedad padecida, no es causa de un hecho ilícito por parte de la empresa, no es menos cierto, que la misma se debió por los agentes a los cuales estuvo expuesta en el sitio de trabajo, no existe pruebas a los autos que evidencien la carga familiar del accionante, así como tampoco si realiza otras actividades, sin embargo se evidencia al folio 63 de la presente causa de informe Psicológico, emanado del Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales, Dirección Estadal de Salud de los Trabajadores Lara, Portuguesa y Yaracuy, de fecha 21 de noviembre de 2005 y al cual se le concede pleno valor probatorio por tratarse de un documento administrativo, que la accionada puede trabajar en un sitio distinto, en virtud de lo cual quien juzga, no consta a los autos, complicaciones comprobadas, ni limitantes físicas que padezca el actor. Así mismo la demandada se trata de una empresa consolidada en la región desde hace varios años. 
 
Por todo lo antes expuesto, como quiera que la doctrina permite ante la existencia de una enfermedad profesional, acordar una indemnización por daño moral por equidad enmarcándola dentro de la teoría de responsabilidad objetiva, este Juzgador considera prudente acordar la misma, con vista a los aspectos previamente reseñados, la cual queda establecida en la cantidad de CINCO MILLONES DE BOLÍVARES (Bs. 5.000.000,00), indemnización que se considera equitativa y justa, para este caso en concreto conforme al criterio establecido por la Sala Social del Tribunal Supremo de Justicia en múltiples fallos. Así se establece 
 
Cabe destacar que del pasaje supra no se desprende pronunciamiento expreso sobre las indemnizaciones establecidas en el artículo 130 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, sin embargo, de la transcripción del acta de celebración de la audiencia de apelación efectuada en fecha 6 de junio de 2007, que corre inserta a los folios 239 al 241, se evidencia que el juzgador de alzada señala en la referida audiencia que al tener su fundamento la condenatoria de las indemnizaciones contenidas en la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, en la responsabilidad subjetiva, y no estar probado en autos el hecho ilícito patronal, como ampliamente lo desarrolla en la publicación in extenso del fallo: “en consecuencia la misma se declara improcedente”.
 
Es menester destacar, que el acta levantada en las audiencias desarrolladas por la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, constituye parte integrante del fallo, pues al predominar en el proceso laboral venezolano la oralidad, lo expresado en la audiencia donde se dicta el dispositivo del fallo, debe guardar estrecha relación con lo plasmado en la sentencia definitiva que se publica, lo cual forman un todo indivisible, vinculados por un enlace necesario de lógica, para bastarse a sí misma.
 
Con base en lo antes expuesto, esta Sala concluye que en la causa sub examine, no se materializó el vicio de inmotivación a que hace referencia la parte recurrente, pues, el iurisdicente tanto en el acta de audiencia de apelación como en el fallo publicado in extenso, señaló que respecto a las indemnizaciones previstas y sancionadas en la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, éstas encuentran su fundamento en la responsabilidad subjetiva del patrono, por lo que es necesario que se demuestre el hecho ilícito patronal para la condenatoria de las mismas, manifestando que de las pruebas promovidas por las partes en el proceso no quedó demostrado el hecho ilícito, lo cual trae consigo la declaratoria de improcedencia de dichas indemnizaciones.
 
 
Todo ello, permite conocer las razones de hecho y de derecho que tuvo el ad quem para desestimar las indemnizaciones previstas y sancionadas en la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo; en consecuencia, al no haber incurrido el juzgador en el vicio denunciado, trae consigo que sea declarado sin lugar el presente recurso de control de la legalidad. Así se decide.
 
DECISIÓN
 
Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: 1) SIN LUGAR el recurso de control de la legalidad interpuesto por la representación judicial de la parte demandante, contra la sentencia de fecha 13 de junio de 2007, proferida por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, y 2) Se CONFIRMA la sentencia recurrida.
 
No hay condenatoria en costas del recurso, dada la índole de la presente decisión.
 
No firman la presente decisión los Magistrados Omar Alfredo Mora Díaz y Carmen Elvigia Porras de Roa, en virtud de no haber asistido a la audiencia, por motivos justificados.
 
Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial ut supra señalada. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen, antes identificado, todo de conformidad con el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.
 
Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los treinta y uno (31) días del mes de julio  del año 2008. Años: 198º de la Independencia y 149º de la Federación.
 
El Presidente de la Sala,
 
 
_____________________________
OMAR ALFREDO MORA DÍAZ
 
 
El 
 
Vicepresidente,                                                                     Magistrado,
 
 
________________________                           _______________________________
JUAN RAFAEL PERDOMO                           ALFONSO VALBUENA CORDERO
 
 
     Magistrado y Ponente,                                                     Magistrada,
 
 
________________________________      _________________________________
LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ       CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA
 
 
El Secretario,
 
 
_____________________________
JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
 
C.L. Nº AA60-S-2007-001527
Nota: Publicada en su fecha a 
                                                                                              El Secretario,
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